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RESUMEN

Este artículo teórico-ensayístico examina la evaluación para 
la justicia social como un encuadre imperativo en la formación 
inicial docente. Se sostiene que la evaluación constituye un dis-
positivo político de reconocimiento intersubjetivo y de legitima-
ción de saberes. El texto articula las nociones de justicia epis-
témica para contrarrestar la subalternización de la experiencia 

y propone transitar hacia un paradigma transformador basado 
en la corresponsabilidad. Se concluye que la evaluación para 
la justicia social debe orientarse a la búsqueda del bien común, 
posicionándose como una narrativa contrahegemónica capaz 
de subvertir los discursos del mérito y del individualismo para 
promover ciudadanías democráticas y deliberativas.
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estructuralmente las exclusiones (Hosseini 
et al., 2024).

La literatura especializa-
da coincide en que un aspecto esencial 
para desarrollar una educación justa y 
transformadora es la evaluación 
(McArthur, 2019; Rasooli et al., 2018). 
Lo anterior adquiere especial relevancia si 
se considera que, en determinados contex-
tos y situaciones, las prácticas evaluativas 
despolitizan las relaciones sociales, homo-
genizan las diferencias del alumnado, ge-
neran inequidad participativa y reproducen 
desigualdades sociales (Aquario, 2021; 
Hattingh, 2023).

Como respuesta a estas 
tensiones, la evaluación para la justicia 
social (en adelante, EJS) reclama 

sensibilidad cultural, exige un posiciona-
miento político-reflexivo e invita a reco-
nocer y legitimar las diversidades. 
Asimismo, la EJS propone desafiar las 
narrativas tradicionales mediante el dise-
ño de prácticas, políticas y procedimien-
tos que integren múltiples medios de re-
presentación, acción y expresión 
(Murillo y Hidalgo, 2016; Hanesworth et 
al., 2018). En la misma línea, promueve 
el desarrollo de capacidades crítico-re-
flexivas sobre las hegemonías del cono-
cimiento y, especialmente, sobre el apor-
te de los saberes al desarrollo del bien 
común (Hattingh, 2023).

El desarrollo del bienes-
tar colectivo exige problematizar las na-
rrativas del mérito que constriñen la 

Introducción

xiste una constatada preo-
cupación científica, ética 
y política por formar do-
centes desde y para la 
justicia social (Cochran-

Smith, 2019). De hecho, múltiples resulta-
dos expuestos en una revisión sistemática 
demuestran que, en la formación inicial 
del profesorado (en adelante, FID), los en-
foques de justicia informan progresiva-
mente prácticas pedagógicas sociocríticas. 
En los hallazgos de la revisión, hay prue-
bas de que los docentes visibilizan pers-
pectivas marginadas, cuestionan epistemo-
logías hegemónicas, promueven pedago-
gías equitativas y problematizan 
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transformación política de los sistemas 
socioeducativos al fomentar el individua-
lismo, la competencia y la rendición de 
cuentas (Nussbaum, 2016). Al respecto, la 
agenda internacional reclama una forma-
ción docente sensible a las debilitaciones 
democráticas, la migración, la pobreza, 
las luchas por las diversidades sexogené-
ricas y las urgencias climáticas que aso-
lan a la humanidad (ONU, 2024; 
UNESCO, 2025).

La enseñanza de temas 
medioambientales, económicos y sociales 
constituye, en definitiva, un desafío 
orientado a que los docentes del futuro 
contribuyan al desarrollo de una ciudada-
nía dialógica, crítica, democrática y deli-
berativa (Nussbaum, 2016). Si esa ense-
ñanza es compleja debido al predominio 
del modelo individualista, aún más com-
plejo resulta evaluar esos conocimientos 
desde el paradigma técnico y competitivo 
de la rendición de cuentas (Flórez et al., 
2018; Falabella, 2020). Desde esta pers-
pectiva, y aceptando que la evaluación es 
constitutiva del aprendizaje, puede afir-
marse que la formación de una ciudada-
nía crítica orientada al bien común re-
quiere una racionalidad evaluativa justa 
que tribute a la justicia social, sobre la 
base del supuesto de que, si se modifican 
los objetos y los métodos de enseñanza 
sin transformar los sistemas, las formas y 
los sentidos de la evaluación, ningún 
cambio estructural será posible.

En el contexto de la 
EJS, el bien común se entiende como un 
ideal democrático anclado en el reconoci-
miento mutuo y la responsabilidad política 
compartida ante las injusticias estructura-
les (McArthur, 2019). En este sentido, di-
versos estudios demuestran que la EJS en 
la formación profesional es clave para fo-
mentar capacidades reflexivas, autocríti-
cas, transformadoras y socialmente sensi-
bles (Alordiah y Arisi, 2025; Hattingh, 
2023; McArthur, 2023). Bajo este prisma, 
el bien común no se concibe como un 
agregado de metas individuales ni como 
una abstracción jurídica, sino como una 
relación dialéctica en la que el desarrollo 
de los sujetos es indisociable del bienestar 
de su comunidad (McArthur, 2019; 
Nussbaum, 2016).

En este escenario, el 
profesorado emerge como un actor estraté-
gico fundamental. Al transitar desde un 
rol de certificador meritocrático hacia el 
de mediador cultural, el docente se con-
vierte en el agente político responsable de 
distribuir los recursos interpretativos y los 
mecanismos de reconocimiento que permi-
tan a las futuras generaciones interpelar 
las desigualdades estructurales e intervenir 
colectivamente en sus territorios 
(Cochran-Smith, 2019; Young, 2011).

La evidencia científica 
es clara al mostrar que, en la FID, la 
evaluación para la justicia social ofrece 
un amplio marco de desarrollo y análisis 
para posicionar el bienestar social, la de-
mocracia, la participación y el reconoci-
miento como pilares críticos de la convi-
vencia cultural (McArthur, 2016; 
Hosseini et al., 2024). Este marco plan-
tea importantes desafíos en la FID, debi-
do a que, en el ámbito internacional, los 
programas de formación docente se desa-
rrollan dentro de arquitecturas normativas 
fuertemente reguladas por lógicas de 
acreditación centralizadas y por estánda-
res de desempeño que presionan a las 
universidades hacia la homogeneización 
curricular (DeLuca et al., 2016; Rivero y 
Medeiros, 2023).

Frente a las restricciones 
señaladas, la EJS emerge como un enfo-
que disruptivo y necesario porque ofrece 
un marco conceptual y axiológico para 
dotar de agencia transformadora al futuro 
profesorado, proporcionando herramientas 
que permiten descentrar la evaluación de 
las lógicas de control e impulsar pedago-
gías del reconocimiento y la participa-
ción. Considerando lo expuesto, este artí-
culo de orientación teórico-ensayística 
tiene como objetivo posicionar la evalua-
ción para la justicia social como un en-
cuadre necesario en la formación docente, 
reflexionando sobre dos dimensiones es-
pecíficas de su constructo: el rol del re-
conocimiento legitimador y la función 
orientadora del bien común.

Evaluación socialmente justa: 
reconocimiento, legitimidad y 
participación

Evaluar de manera justa 
y, sobre todo, enseñar al futuro profesora-
do a evaluar para promover la justicia so-
cial implica desprenderse de los relatos 
apolíticos de la evaluación como procedi-
miento técnico. Estos relatos surgen de un 
entramado hegemónico que Moreno 
Olivos (2014) sitúa en el paradigma tec-
nológico, donde la evaluación se concibe 
como un evento de asepsia instrumental, 
psicométrico y estandarizado que clausura 
la deliberación pedagógica. Este fenómeno 
no opera en el vacío, sino que posee un 
sólido anclaje institucional y político a 
través de sistemas de rendición de cuentas 
que penalizan la diferencia (Flórez et al., 
2018; Falabella, 2020). Esta hegemonía 
también se imbrica en las culturas institu-
cionales y en el plano microdidáctico de 
las creencias del profesorado, donde se 
naturaliza la ilusión de una realidad neu-
tral y universal (Elmore, 2019). De este 
modo, las políticas y las prácticas cotidia-
nas del aula se retroalimentan, 

configurando una racionalidad técnico-
controladora que asume el desempeño in-
dividual como un reflejo objetivo del mé-
rito, invisibilizando las diferencias socio-
culturales de origen (McArthur, 2019).

Contrariamente a ese 
ethos despolitizado, la EJS propone acep-
tar que las prácticas evaluativas son rela-
ciones sociales donde el reconocimiento 
que legitima a la otredad opera como un 
gesto fundacional. Honneth (2006) señala 
que reconocer va más allá de una retórica 
que refuerce el orden existente mediante 
la mera aceptación de las diferencias. 
Reconocer es legitimar en los planos ideo-
lógico, material y afectivo, transformando 
la instrumentalización de las identidades y 
desestructurando la reproducción de es-
tructuras afirmativas mediante la recipro-
cidad y la intersubjetividad.

Las anteriores ideas tie-
nen varios alcances para la EJS en el 
marco de la formación docente. En pri-
mer lugar, si reconocer la otredad es más 
que una retórica de aceptación, habrá que 
evaluar y enseñar a evaluar con materiali-
dades y discursos que posicionen de ma-
nera contrahegemónica las diferencias y 
que cuestionen las opresiones de las iden-
tidades subalternizadas. En este punto, la 
formación docente debe incorporar una 
óptica analítica que revele cómo los pro-
cedimientos pretendidamente neutros pue-
den cristalizar opresiones. Siguiendo las 
ideas de Young (2000), puede afirmarse 
que enseñar a evaluar para la justicia so-
cial requiere visibilizar cómo la evalua-
ción opera como un mecanismo de margi-
nación al excluir sistemáticamente del 
"éxito" a ciertos grupos sociales. 
Asimismo, se hace imperativo cuestionar 
la carencia de poder que la evaluación 
despolitizada impone al estudiantado, des-
pojándolo de agencia e incorporándolo a 
discursos dominantes de "competencia" y 
"mérito individual".

En segundo lugar, reco-
nocer para legitimar implica una reflexión 
en torno a las identidades construidas de 
modo intersubjetivo, lo cual se traduce en 
problematizar las preconcepciones respec-
to de lo que implica ser calificado como 
bueno y de lo que supone ser valorado 
como malo, así como explorar cómo las 
evaluaciones han permeado nuestra identi-
dad y consensuar, de modo crítico, qué 
ciudadanía queremos construir cuando 
evaluamos. En la FID, esto exige decons-
truir las prácticas evaluativas que, al fijar 
identidades estáticas a través de etiquetas 
y calificaciones inapelables, lesionan las 
condiciones de autorreconocimiento del 
estudiantado. Si la identidad se narra y se 
sostiene dialógicamente, una evaluación 
que cosifica impide al sujeto desarrollar 
una relación positiva consigo mismo en 
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las esferas de la autoconfianza y la auto-
estima, cancelando la reciprocidad necesa-
ria para una relación pedagógica ética-
mente justa (Honneth, 2011).

Desde esta perspectiva, 
la ética subyacente a la evaluación se re-
vela no como un código de conducta pro-
cedimental o un imperativo de transparen-
cia metodológica, sino como una respon-
sabilidad ontológica y relacional. Evaluar 
éticamente, desde las coordenadas hon-
nethianas, exige asumir que todo acto 
evaluativo posee una carga performativa 
capaz de otorgar o denegar valor a la 
existencia del otro. Cuando la evaluación 
se reduce a una técnica aséptica, opera 
como un dispositivo de desprecio institu-
cionalizado que vulnera la integridad del 
estudiantado. Por el contrario, una ética 
de la evaluación para la justicia social se 
fundamenta en la restauración de la reci-
procidad intersubjetiva; implica transfor-
mar el veredicto punitivo en un espacio 
de hospitalidad pedagógica y diálogo críti-
co, donde las esferas de la autoconfianza, 
la autorrealización y la autoestima del fu-
turo docente sean resguardadas. De este 
modo, la dimensión ética de la evaluación 
se constituye en el soporte normativo que 
impide la cosificación del sujeto, asegu-
rando que el tránsito por la formación ini-
cial sea una experiencia de reconocimien-
to legitimador y no un proceso de subor-
dinación identitaria (Honneth, 2011).

Un tercer alcance de re-
conocer más allá de una retórica que re-
fuerce el orden existente implica evaluar 
y enseñar a evaluar incorporando los mo-
dos de producir conocimiento. Esta pre-
misa, basada en la inclusión legítima de 
la experiencia del estudiantado, se vincula 
con las nociones de justicia epistémica 
propuestas por Fricker (2007). Para esta 
filósofa inglesa, cuando, como consecuen-
cia de prejuicios informados por posicio-
nes hegemónicas, se anula la credibilidad 
del observador, se propicia una injusticia 
testimonial. A su vez, cuando los sujetos 
son signados por la incapacidad de com-
prender o nombrar una experiencia debi-
do a la desposesión de recursos interpre-
tativos o expresivos, se genera una injus-
ticia hermenéutica.

En la arquitectura de la 
educación formal latinoamericana, estas 
injusticias no son hechos aislados, sino 
que operan como dispositivos de guberna-
mentalidad que organizan relatos de domi-
nación. La injusticia testimonial se institu-
cionaliza en la aceptación de una realidad 
universal independiente del observador, lo 
que anula la credibilidad de los sujetos al 
presuponer que sus declaraciones de cono-
cimiento no coinciden con las supuestas 
propiedades positivas de la realidad que el 
saber hegemónico occidental ha validado. 

Por su parte, la injusticia hermenéutica se 
profundiza mediante la inhabilitación de 
los recursos interpretativos propios de las 
biografías del estudiantado, reduciendo el 
flujo experiencial a una alteridad deficita-
ria (Sánchez-Lara y Druker, 2022).

El desarrollo de una in-
vestigación en el campo específico de la 
educación literaria permite ejemplificar al-
gunas de las nociones presentadas en tor-
no a la injusticia epistémica (Sánchez-
Lara, 2024). La posición hegemónica para 
evaluar la lectura literaria escolar en el 
contexto chileno es la comprensión de 
lectura sustentada en el principio lingüísti-
co y universalista de que los significados 
habitan en los textos con independencia 
de las historias relacionales de los lectores 
(supuestas propiedades positivas). Desde 
esa mirada, se pueden obtener altas califi-
caciones si se es capaz de identificar, me-
diantetécnicas lectoras, las ideas principa-
les de un texto poético o los roles actan-
ciales en un relato, con independencia de 
los procesos emocionales, estéticos e in-
tertextuales que cada lector desarrolla. 
Fabián se autorreconoce como un mal lec-
tor literario y su profesora refrenda ese 
reconocimiento porque, simplemente, ob-
tiene malas calificaciones. El prejuicio, 
entonces, es que Fabián no es un buen 
lector de literatura. La causa: el estándar 
hegemónico de la comprensión universa-
lista, que opera con independencia de sus 
historias relacionales.

Fabián, sin embargo, rea-
liza acciones que son invisibles en el con-
texto escolar. Lee y escribe poemas por-
que le gusta (aunque en las pruebas con 
alternativas no responda correctamente). 
Su profesora, pese a ello, insiste en lla-
marlo mal lector y niega la idea de que 
Fabián disfrute de la lectura poética. Esta 
injusticia testimonial expresa una evidente 
anulación de la credibilidad del estudiante 
respecto de un juicio taxativamente esta-
blecido con base en posiciones hegemóni-
cas y en evaluaciones que invisibilizan su 
agencia creativa.

Pero hay más: Fabián, 
dado que asume que la forma de conocer 
lo literario es la aproximación universalis-
ta de la comprensión de lectura mediada 
por pruebas con alternativas, ha construi-
do una identidad de mal lector, donde no 
concibe que crear tras leer y que leer por 
placer también constituyen formas de rela-
cionarse con la literatura. La conclusión 
es categórica: el marco conceptual de la 
literatura escolar generó en él un reperto-
rio teórico que solo le permite nombrar lo 
literario desde la simplificada aproxima-
ción de las respuestas cerradas.

El caso de Fabián visibi-
liza la urgencia de articular conceptual-
mente las esferas del reconocimiento de 

Honneth (2011) con las demandas de jus-
ticia epistémica de Fricker (2007). El me-
noscabo de la autoestima y la autocon-
fianza (lesión del reconocimiento intersub-
jetivo) actúan como el sustrato que viabi-
liza la injusticia testimonial y 
hermenéutica, despojando al estudiante de 
su credibilidad como conocedor. Para sub-
vertir esta violencia, la EJS propone un 
puente relacional: el reconocimiento afec-
tivo y político en el aula constituye la 
condición de posibilidad para que emerja 
la justicia epistémica. Solo cuando los sa-
beres subalternizados del estudiantado son 
legitimados como fuentes válidas de ver-
dad es posible transitar desde la responsa-
bilidad individual hacia una corresponsa-
bilidad política compartida (Dunne, 2023; 
Henrik y Lahdenperä, 2021; Young, 
2011). En este punto, la evaluación se 
desmarca del control punitivo del desem-
peño y de la competencia para asumir una 
función colectiva y proyectiva, orientada a 
que los futuros docentes y sus estudiantes 
coordinen acciones comunicativas en pos 
del bien común (McArthur, 2020).

La evaluación socialmen-
te justa debe oponerse a producir y repro-
ducir injusticias mediante el reconoci-
miento y la legitimación como bases polí-
ticas. Urge, entonces, evaluar y enseñar a 
evaluar distribuyendo repertorios que per-
mitan complejizar los modos de expresión 
de lo que se siente y piensa cuando se 
está aprendiendo. Asimismo, urge evaluar 
y enseñar a evaluar otorgando credibilidad 
a las experiencias de los sujetos y favore-
ciendo la participación crítica dentro de 
las prácticas evaluativas. En efecto, otro 
aspecto ético-metodológico resulta clave 
dentro de la idea del reconocimiento legi-
timador: la participación. Nuestra premisa 
es irreductible: ninguna evaluación puede 
ser totalmente justa si no favorece la par-
ticipación crítica del estudiantado.

Fraser (2005) afirma 
que, si bien lo económico-distributivo es 
clave en las luchas por la justicia social, 
las exclusiones no pueden juzgarse sin re-
visar los mecanismos de representación y 
participación. Podrá reconocerse la diver-
sidad, pero ello no es suficiente si no se 
habilitan formas legítimas de participación 
para quienes son reconocidos como alteri-
dad. En la formación del futuro profesora-
do, las culturas evaluativas que pretendan 
ser justas y propender a la justicia social 
debieran tensionar dos aspectos: 1) la falta 
de representación de los incumbentes en 
aquellas decisiones didáctico-evaluativas 
que les afectan y 2) los límites, los senti-
dos y los mecanismos de participación.

Evidencia reciente de-
muestra que, cuando los futuros docentes 
participan activamente en el diseño de 
evaluaciones culturalmente sensibles, 
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logran alinearse con perspectivas sociocul-
turales y constructivistas, ya que actúan 
de modo responsivo e intencionan proce-
sos en los que la enseñanza, el aprendiza-
je y la evaluación resultan consistentes, 
críticos y enfocados en la mejora de las 
comunidades (Steele et al., 2024). 
Asimismo, se ha demostrado que implicar 
al estudiantado en el diseño conjunto de 
un sistema de evaluación orientado a la 
justicia social genera pertenencia, empo-
deramiento y condiciones emocionalmente 
favorables que predisponen al alumnado a 
una reflexión crítica e iterativa. Como re-
sultado, se fortalece un compromiso ético 
con el desarrollo colaborativo y sostenible 
del proyecto evaluativo común (Anderson 
et al., 2025). En el mismo sentido, diver-
sas experiencias empíricas enfocadas en 
pedagogías sociocríticas revelan que los 
estudiantes de pedagogía que experimen-
tan aprendizajes participativos desarrollan 
una mayor disposición a visibilizar pers-
pectivas marginadas y a cuestionar las in-
justicias institucionales de modo estructu-
ral (Hosseini et al., 2024).

Además de la evidencia 
disponible en educación superior, también 
se sabe que la representación y la legiti-
midad participativa de las comunidades 
escolares (materializada en equipos de 
gestión, docentes y estudiantes) son, la-
mentablemente, anuladas por la creación 
de repertorios y mecanismos de evalua-
ción que operan externamente y suprimen 
la agencia territorial de los centros educa-
cionales. Como ha concluido Flórez 
(2022), son autoridades expertas (desco-
nectadas de las realidades educativas) las 
que diseñan, valoran, categorizan e impo-
nen una forma de ser y de estar en la 
evaluación, determinando no solo los mar-
cos axiológicos de las comunidades, sino 
también sus identidades.

La ausencia de participa-
ción tiene un correlato didáctico, pues, en 
la sala de clases, la participación del estu-
diantado suele ser inexistente en la re-
flexión sobre los límites y sentidos de la 
evaluación. Paradójicamente, la evidencia 
demuestra que las evaluaciones participati-
vas y democráticas generan mejores 
aprendizajes conceptuales, favorecen la 
implicación emocional, promueven la dis-
posición al diálogo y fortalecen las capa-
cidades deliberativas (Smith et al., 2025). 
Estos beneficios, desde el marco de la 
EJS, se refuerzan con ciertas consideracio-
nes sobre la participación del estudiantado 
que, siguiendo a McArthur (2020), desta-
can la relevancia de participar examinan-
do la naturaleza del conocimiento y la 
orientación hacia el bien común de los 
propósitos evaluativos.

Entonces, ante la impe-
riosa necesidad de generar evaluaciones 

que reconozcan las diferencias, legitimen 
fondos epistémicos y favorezcan participa-
ciones complejas, se hace perentorio eva-
luar y enseñar a evaluar la identificación 
de desigualdades estructurales en los con-
textos donde el futuro profesorado se des-
empeñará, la naturaleza ideológica de las 
políticas educativas, las contranarrativas 
de los marcos teóricos estabilizados curri-
cularmente y los mecanismos redistributi-
vos del poder en las interacciones didácti-
cas. Es relevante, por cierto, que estas 
prácticas didácticas y evaluativas sean 
consensuadas; que profesores y estudian-
tes reflexionen sobre sus propias posicio-
nes de dominación y que los procedimien-
tos e instrumentos constituyan orientacio-
nes reguladoras del aprendizaje más que 
técnicas de control de las supuestas pro-
piedades positivas del conocimiento.

La función orientadora del bien común

La evaluación debe ser 
examinada como una práctica social e 
ideológica que opera en coordenadas his-
tóricas y materiales. Siguiendo esta idea, 
además de reconocer la participación epis-
témicamente legítima como fundacional, 
la EJS, en el marco de la formación do-
cente, exige introducir la historicidad bio-
gráfica y contextual del estudiantado en el 
sistema de reflexión. Evaluar y enseñar a 
evaluar explorando biográficamente las 
oportunidades y los recursos desiguales 
que influyen en las formas de aprender es 
tan relevante como explorar los estatus 
socioeconómicos de las familias, las histo-
rias de exclusión y los grados de recono-
cimiento a los que los estudiantes han 
sido sometidos.

La indagación identitaria 
propicia conocer las posiciones de poder 
del estudiantado en el mapa hegemónico 
de los contenidos curriculares (Subero, 
2023), permitiendo, como consecuencia 
deseable, reflexionar sobre y transformar 
los alcances de la evaluación en términos 
de reproducción de relaciones de domina-
ción, de oportunidades de éxito, de cons-
trucción de identidades sometidas y de re-
conocimientos retóricos que no desestabi-
lizan las estructuras de la exclusión.

Además de considerar 
los antecedentes biográficos del estudian-
tado, del propio profesorado y del sistema 
educativo donde la evaluación ocurre, es 
relevante, en el marco de la FID, plantear 
reflexiones sobre el futuro de las prácticas 
evaluativas, es decir, sobre sus consecuen-
cias políticas e identitarias. Este aspecto 
adquiere especial relevancia en el contex-
to actual de ideologías neoliberales, al 
exigir reflexionar sobre cómo la evalua-
ción despliega tecnologías que presionan 
los sistemas hasta condicionar sus 

prácticas y normativas internas, homoge-
neizando la experiencia, invisibilizando la 
subjetividad e instalando un ethos de vigi-
lancia, control y persuasión (Flórez et al., 
2018; Falabella, 2020).

Dado que el pasado y el 
futuro son parte de la historicidad necesa-
ria para el desarrollo de una evaluación 
justa, cabe afirmar que el reconocimiento, 
la participación y la legitimación son me-
canismos que exceden el presente de lo 
evaluativo. En este sentido, explorar el 
pasado para transformar el futuro permite 
situarse en uno de los debates centrales de 
la EJS: el bien común. Young (2000) sos-
tiene que las estructuras sociales producen 
y reproducen injusticias que pueden ex-
presarse en violencia física y/o psicológi-
ca, marginación en el acceso a servicios 
esenciales y a oportunidades, explotación 
laboral, falta de agencia en los espacios 
productivos e imposición ideológica me-
diante imperialismos culturales. En tal es-
cenario, las reivindicaciones por la justicia 
son reivindicaciones éticas, jurídicas y po-
líticas que deben apelar a los sistemas a 
través de un principio de corresponsabili-
dad (Young, 2011). ¿Qué rol juega la eva-
luación educativa en este escenario? ¿Qué 
es necesario tensionar desde la formación 
del profesorado?

Para contextualizar la 
corresponsabilidad que se demanda, el 
Informe de los Objetivos de Desarrollo 
Sostenible de la ONU (2024) ofrece da-
tos clave: a nivel mundial, el 62% de las 
escuelas secundarias cuentan con infraes-
tructura básica para estudiantes con algu-
na discapacidad. Las proyecciones sugie-
ren que, para 2030, el 6,9% de la pobla-
ción mundial permanecerá en pobreza 
extrema. En 2022, las mujeres ocuparon 
el 27,5% de los puestos directivos, pese 
a representar el 40% de la fuerza laboral. 
En 2018, el 31% de las mujeres del 
mundo (entre 15 y 49 años) había sufri-
do alguna vez violencia sexual o violen-
cia física por parte de sus parejas o ex-
parejas masculinas.

En relación con los datos 
expuestos, se puede aseverar que las prác-
ticas evaluativas deben ser consideradas 
como herramientas pedagógicas para pro-
blematizar la violencia, la pobreza y las 
exclusiones, valiéndose de su poder per-
formativo para propiciar instancias y pro-
cedimientos que impulsen el cuestiona-
miento y la transformación de estas reali-
dades sociales. En la formación de profe-
sores de matemática, por ejemplo, no 
sería lo mismo conocer los marcos de re-
ferencia que permiten comprender la 
ecuación que conduce al resultado de una 
proyección estadística a través de un len-
guaje algebraico sin contexto, que aplicar 
esos conocimientos para proyectar la 
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pobreza en un determinado lapso. ¿Cómo 
desde la profesión docente contribuimos a 
revertir la tendencia mundial de pobreza? 
¿Qué rol cumple la educación matemática 
en la comprensión y transformación de di-
chos procesos?

Como se advierte, didac-
tizar temas controversiales y generar eva-
luaciones desde dichas controversias invita 
a repensar los sentidos del contenido dis-
ciplinar y a replantearse la finalidad de 
las evaluaciones. No cabe duda, pese a lo 
expuesto, de que pensar las disciplinas y 
la evaluación desde la corresponsabiliza-
ción por el bien común es un desafío ma-
yor. En esta línea argumental, resulta ilus-
trativo el caso reportado en una investiga-
ción longitudinal y comparativa realizada 
con estudiantes de pregrado en química e 
ingeniería química en universidades de 
Inglaterra, Sudáfrica y Estados Unidos, 
donde se demostró que muy pocos alum-
nos expresan alguna disposición hacia el 
bienestar comunitario desde la evaluación, 
pese a que la naturaleza de algunas eva-
luaciones era socialmente relevante y esta-
ba orientada a la transformación 
(McArthur et al., 2021).

La comprensión crítica 
del bienestar común complejiza la com-
prensión de lo auténtico (durante décadas 
significado como un mero atributo de re-
plicación de la realidad). Desde la EJS, 
una evaluación auténtica implica la com-
prensión de las dinámicas de poder que 
habitan las estructuras sociales. Dicho de 
otro modo, la autenticidad radica en el 
compromiso por la comprensión crítica de 
los escenarios sociales más que en su re-
plicación aséptica, pues, parafraseando a 
McArthur (2023), lo auténtico supone 
complejizar la díada mundo real/laboral 
con una aproximación política hacia el 
sistema social, mediante el diseño de de-
safíos de evaluación que, lejos de reforzar 
el statu quo, se propongan como herra-
mientas de transformación cultural. Estas 
ideas, en el contexto de la FID, desafían 
a evaluar incluyendo la reflexión sobre el 
sistema político del desarrollo profesio-
nal, los alcances de la reproducción de 
las desigualdades, la naturaleza hegemó-
nica de los marcos de referencia y las ca-
pacidades transformadoras de los conteni-
dos curriculares.

Las premisas expuestas 
conducen a una certeza ineludible: la po-
sibilidad de una evaluación socialmente 
justa no depende de ajustes técnicos, 
sino de un giro político hacia un para-
digma transformador (Mertens, 2009). 
Adoptar este enfoque implica desplazar 
la mirada desde la neutralidad aséptica 
hacia una axiología donde la justicia y 
los derechos humanos constituyen el eje 
central de la indagación. Al situarse en 

este marco, se reconoce que no existe 
una única realidad, sino múltiples versio-
nes de ella construidas desde distintas 
posiciones de poder; por tanto, es res-
ponsabilidad ética del evaluador hacer 
visibles aquellas voces que el sistema in-
visibiliza (Mertens, 2016).

En suma, bajo la metáfo-
ra de las corrientes oceánicas (Mertens, 
2024), la evaluación se revela como un 
flujo dinámico donde las dimensiones de 
justicia social, económica y ambiental se 
entrelazan para nutrir el bien común. En 
última instancia, este cambio de paradig-
ma conmina a concebir la evaluación 
como una herramienta de transformación 
cultural capaz de habilitar la agencia de 
los sujetos y construir proyectos de vida 
dignos para todas y todos.

Conclusiones

En este artículo teórico-
ensayístico se ha planteado que, sin una 
transformación crítica de los sentidos y 
mecanismos evaluativos, todo intento de 
justicia social en la educación carece de 
sustento en una dimensión estructurante: 
la evaluación.

La reflexión ha mostrado 
que la EJS exige desprenderse de un 
ethos acrítico al sostener que evaluar para 
la justicia es un acto político de reconoci-
miento que implica legitimar los fondos 
epistémicos del estudiantado y garantizar 
la participación auténtica en las prácticas 
evaluativas. Para estos efectos, la EJS re-
quiere una racionalidad que conecte tem-
poralidades para orientarse, desde su his-
toricidad, hacia la búsqueda reflexiva del 
bien común, enmarcando los contenidos 
curriculares en problemas globales y 
transformando al futuro profesorado en un 
agente de corresponsabilidad.

Si bien este texto ofrece 
un marco analítico para repensar la eva-
luación en la formación docente, es nece-
sario reconocer sus limitaciones. La prin-
cipal radica en que, al ser un texto con-
ceptual, su alcance se centra en la articu-
lación teórica sin presentar una validación 
empírica de las ideas. Por otra parte, aun-
que se plantean desafíos contextuales con-
siderables, el artículo no ofrece un mapeo 
metodológico sobre cómo las diferentes 
áreas del currículo de formación docente 
podrían diseñar instrumentos o procedi-
mientos de evaluación que cumplan cabal-
mente con los principios de la EJS.

Así las cosas, se proyec-
ta una agenda de investigación fecunda y 
necesaria para consolidar la EJS en la 
práctica. Urgen, por lo pronto, estudios 
que diseñen, implementen y evalúen la 
efectividad de instrumentos y procedi-
mientos enfocados en el bien común, la 

participación y el reconocimiento de fon-
dos epistémicos en diferentes disciplinas 
de la formación pedagógica. Asimismo, 
resulta fundamental investigar las barre-
ras institucionales y las representaciones 
culturales del profesorado y el estudian-
tado frente a la EJS. Del mismo modo, 
sería pertinente desarrollar investigacio-
nes que profundicen en la construcción 
identitaria del futuro docente mediada 
por la evaluación.

Se plantea que la contri-
bución de este artículo radica en proble-
matizar la evaluación en la FID tensionan-
do la racionalidad técnica desde un para-
digma transformador. Las implicancias de 
esta propuesta exigen, a nivel curricular, 
una reestructuración crítica de los planes 
de estudio de pedagogía, superando la en-
señanza de la evaluación como una mera 
caja de herramientas metodológicas para 
instituirla como un eje ético-político. 
Asimismo, en el plano de la práctica pro-
fesional, este enfoque conmina a los for-
madores de formadores a democratizar los 
procesos de toma de decisiones evaluati-
vas, transformando las aulas universitarias 
en laboratorios de justicia intersubjetiva 
donde se construya la identidad de un 
profesorado comprometido críticamente 
con la sociedad.

En síntesis, se propone 
la EJS como una narrativa contrahegemó-
nica que problematiza los imperantes dis-
cursos del mérito, el individualismo y la 
rendición de cuentas. La enseñanza de 
una ciudadanía dialógica, democrática y 
deliberativa es inviable si no se transfor-
ma de modo crítico y reflexivo la raciona-
lidad evaluativa que la sostiene, pues, in-
discutiblemente, es en la evaluación donde 
se juega la posibilidad de construir identi-
dades comprometidas con la justicia, la 
democracia y el bien común.
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toward a transformative paradigm grounded in shared respon-
sibility. It concludes that assessment for social justice should 
be oriented toward the pursuit of the common good, position-
ing itself as a counter-hegemonic narrative capable of subvert-
ing discourses of merit and individualism to foster democratic 
and deliberative citizenship.

ASSESSMENT FOR SOCIAL JUSTICE IN INITIAL TEACHER EDUCATION: PERSPECTIVES ON RECOGNITION, 
SHARED RESPONSIBILITY, AND THE COMMON GOOD
Ricardo Sánchez-Lara

SUMMARY
This theoretical-essay article examines assessment for social 

justice as an essential framework in initial teacher education. 
It argues that assessment constitutes a political mechanism for 
intersubjective recognition and the legitimization of knowledge. 
The article draws on the concept of epistemic justice to coun-
teract the subalternization of experience and proposes a shift 

propõe a transição para um paradigma transformador funda-
mentado na corresponsabilidade. Conclui que a avaliação para 
a justiça social deve orientar-se para a busca do bem comum, 
posicionando-se como uma narrativa contra-hegemônica capaz 
de subverter os discursos do mérito e do individualismo para 
promover cidadanias democráticas e deliberativas.

AVALIAÇÃO PARA A JUSTIÇA SOCIAL NA FORMAÇÃO INICIAL DE PROFESSORES: PERSPECTIVAS PARA 
PENSAR O RECONHECIMENTO, A CORRESPONSABILIDADE E O BEM COMUM
Ricardo Sánchez-Lara

RESUMO

Este artigo teórico-ensaístico examina a avaliação para a 
justiça social como um enquadramento imperativo na forma-
ção inicial de professores. Sustenta que a avaliação constitui 
um dispositivo político de reconhecimento intersubjetivo e de 
legitimação de saberes. O texto articula as noções de justiça 
epistêmica para combater a subalternização da experiência e 
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